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5. a) La presente Convención estará abierta a la adhesión, según se dispone en este 
Artículo, por organizaciones internacionales y organizaciones de integración regional 
constituidas por Estados soberanos, que tengan competencia respecto de la negociación, 
concertación y aplicación de acuerdos internacionales en las materias abarcadas por la 
presente Convención;

b) En cuestiones comprendidas dentro de su competencia, tales organizaciones, en su 
propio nombre, ejercerán los derechos y cumplirán las obligaciones que la presente Con-
vención atribuye a los Estados Parte;

c) Al depositar su instrumento de adhesión, cada una de tales organizaciones comunicará 
al depositario una declaración en la que se indique el alcance de su competencia respecto 
de las materias abarcadas por la presente Convención;

d) Tales organizaciones no tendrán voto alguno adicional a los de sus Estados Miem-
bros.

Artículo 15

Aplicación provisional

Todo Estado podrá, en el momento de la firma o en cualquier otra fecha posterior antes 
de que la Convención entre en vigor para ese Estado, declarar que aplicará la Convención 
provisionalmente.

Artículo 16

 Enmiendas

1. Todo Estado Parte podrá proponer enmiendas a la presente Convención. Las enmiendas 
propuestas se presentarán al depositario, el cual las comunicará inmediatamente a todos 
los demás Estados Parte.

2. Si la mayoría de los Estados Parte pide el depositario que convoque una conferencia 
para examinar las enmiendas propuestas, el depositario invitará a todos los Estados Parte 
a asistir a tal conferencia, la cual comenzará no antes de que hayan transcurrido treinta 
días después de cursadas las invitaciones. Toda enmienda aprobada en la conferencia por 
mayoría de dos tercios de todos los Estados Parte será objeto de un protocolo que estará 
abierto a la firma de todos los Estados Parte en Viena y Nueva York.

3. El protocolo entrará en vigor treinta días después de que tres Estados hayan expresado 
su consentimiento a quedar obligados por el mismo. Para cada Estado que, con posterioridad 
a la entrada en vigor del protocolo, exprese su consentimiento a quedar obligado por el 
mismo, el protocolo entrará en vigor para ese Estado a los treinta días de la fecha en que 
haya expresado tal consentimiento.

Artículo 17

Denuncia

1. Todo Estado Parte podrá denunciar la presente Convención notificándolo por escrito 
al depositario.

2. La denuncia surtirá efecto transcurrido un año a partir de la fecha en que el depositario 
reciba la notificación.

Artículo 18

Depositario

1. El Director General del Organismo será el depositario de la presente Convención.

2. El Director General del organismo notificará prontamente a los Estados Parte y a 
todos los demás Estados:

a) Cada firma de la presente Convención o de un protocolo de enmienda;

b) Cada depósito de un instrumento de ratificación, aceptación, aprobación o adhesión 
concerniente a la presente Convención o a un protocolo de enmienda;

c) Toda declaración o retirada de la misma que se efectúe en conformidad con los 
Artículos 8, 10 y 13;

d) Toda declaración de aplicación provisional de la presente Convención que se efectúe 
en conformidad con el artículo 15;

e) La entrada en vigor de la presente Convención y de toda enmienda a la misma, y

f) Toda denuncia que se haga con arreglo al artículo 17.

Artículo 19

Textos auténticos y copias certificadas

El original de la presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, español, francés, 
inglés y ruso son igualmente auténticos, se depositará en poder del Director General del 
Organismo Internacional de Energía Atómica, quien enviará copias certificadas del mismo 
a los Estados Parte y a todos los demás Estados.

En testimonio de lo cual los infrascritos, debidamente autorizados, firman la presente 
Convención, abierta a la firma según lo dispuesto en el párrafo 1 del artículo 14.

Aprobada por la Conferencia General del Organismo Internacional de Energía Atómica, 
en reunión extraordinaria, en Viena, a los veintiséis días de septiembre de mil novecientos 
ochenta y seis.

Artículo 2°. El presente decreto rige a partir de la fecha de su publicación.

Publíquese y cúmplase.

Dado en Bogotá, D. C., a 8 de noviembre de 2005.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

La Ministra de Relaciones Exteriores,

Carolina Barco Isakson.

DECRETO NUMERO 3972 DE 2005

(noviembre 8)

por el cual se promulga el “Convenio de Cooperación Turística entre el Gobierno  
de la República de Colombia y el Gobierno de la República de Bolivia”,  
suscrito en la ciudad de La Paz, a los veinte (20) días del mes de agosto  

del año dos mil uno (2001).

El Presidente de la República de Colombia, en uso de las facultades, que le otorga el  
artículo 189 numeral 2° de la Constitución Política de Colombia y en cumplimiento de la 
Ley 7a de 1944, y

CONSIDERANDO:

Que la Ley 7a del 30 de noviembre de 1944, en su artículo 1° dispone que los Tratados, 
Convenios, Convenciones, Acuerdos, Arreglos u otros actos internacionales aprobados 
por el Congreso, no se considerarán vigentes como leyes internas, mientras no hayan sido 
perfeccionados por el Gobierno en su carácter de tales, mediante el canje de ratificaciones 
o el depósito de los instrumentos de ratificación, u otra formalidad equivalente;

Que la misma ley en su artículo 2° ordena la promulgación de los tratados y convenios 
internacionales una vez sea perfeccionado el vínculo internacional que ligue a Colombia;

Que el Congreso Nacional, mediante Ley 883 del 4 de junio de 2004, publicada en el 
Diario Oficial número 45.574 del 9 de junio de 2004, aprobó el “Convenio de Cooperación 
Turística entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la República de 
Bolivia”, suscrito en la ciudad de La Paz, a los veinte (20) días del mes de agosto del año 
dos mil uno (2001);

Que la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-152 del 22 de febrero de 2005, 
declaró exequibles la Ley 883 del 4 de junio de 2004 y el “Convenio de Cooperación Tu-
rística entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la República de 
Bolivia”, suscrito en la ciudad de La Paz, a los veinte (20) días del mes de agosto del año 
dos mil uno (2001);

Que en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo X del mencionado Convenio, el 
Gobierno de la República de Bolivia mediante Comunicación MRC-015-03 del 6 de febrero 
de 2003 notificó el cumplimiento de sus requisitos internos para la entrada en vigor del 
Convenio, y en el mismo sentido lo hizo el Gobierno de la República de Colombia a través 
de la Nota OAJ.CAT. 20272 del 20 de abril de 2005, la cual fue recibida por la Embajada 
de Bolivia en Bogotá el 3 de mayo de 2005 según nota de recibo MRC-031-05 del 4 de 
mayo del mismo año. En consecuencia, el citado instrumento internacional entró en vigor 
el 3 de mayo de 2005 de acuerdo con lo previsto en su artículo X,

DECRETA:

Artículo 1°. Promúlgase el “Convenio de Cooperación Turística entre el Gobierno de 
la República de Colombia y el Gobierno de la República de Bolivia”, suscrito en la ciudad 
de La Paz, a los veinte (20) días del mes de agosto del año dos mil uno (2001).

(Para ser transcrito en este lugar se adjunta fotocopia del texto del “Convenio de Co-
operación Turística entre el Gobierno de la República de Colombia y el Gobierno de la 
República de Bolivia”, suscrito en la ciudad de La Paz, a los veinte (20) días del mes de 
agosto del año dos mil uno (2001).

«CONVENIO DE COOPERACION TURISTICA ENTRE EL GOBIERNO  
DE LA REPUBLICA DE COLOMBIA Y EL GOBIERNO  

DE LA REPUBLICA DE BOLIVIA
La República de Colombia y la República de Bolivia, conscientes de la necesidad de 

buscar un mayor acercamiento que permita una mejor coordinación y estrecha integración 
de los esfuerzos que realiza cada país para incrementar el flujo turístico y para lograr un 
mayor desarrollo del sector y sus recursos.

ACUERDAN lo siguiente:

Artículo I

Los Gobiernos de la República de Colombia y de la República de Bolivia adoptarán, a 
través de sus organismos oficiales de turismo, en el marco de su legislación interna, medidas 
tendientes a incrementar las corrientes turísticas de ambos países.

Artículo II

Los respectivos organismos oficiales de turismo propiciarán y apoyarán esfuerzos de 
integración regional y subregional entre los países sudamericanos.

Artículo III

Ambos organismos oficiales de turismo favorecerán la participación conjunta o coordinada 
en eventos promocionales que tiendan a difundir la oferta turística regional y propiciarán 
la consolidación de circuitos turísticos integrados que permitan ampliar y diversificar sus 
respectivas ofertas para hacer mercados externos.

Artículo IV

Los organismos oficiales de turismo de ambas Partes coordinarán y apoyarán los es-
fuerzos de promoción y difusión turística que realiza cada uno de los países con el otro, y 
se comprometen a promover y difundir los circuitos turísticos integrados en los mercados 
internacionales.

Artículo V

Las Partes fomentarán el intercambio turístico y divulgarán una mayor información 
sobre los atractivos y servicios que posee cada una.

Artículo VI

Las Partes procurarán establecer mecanismos que posibiliten el intercambio periódico 
de docentes, técnicos y expertos de cualesquiera de las disciplinas que conforman el estudio 
de la actividad turística, en sus aspectos técnicos, económicos y socioculturales, a través 
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de los respectivos organismos oficiales de turismo. Asimismo, intercambiarán información 
sobre los planes y programas de desarrollo turístico.

Artículo VII

Los respectivos organismos oficiales de turismo propiciarán la promoción de acuerdos 
con las compañías nacionales de aeronavegación y las autoridades aeronáuticas de sus res-
pectivos países, con el objeto de facilitar la implementación de programas alternativos para 
el transporte aéreo, así como las tarifas aéreas especiales para los mercados considerados 
prioritarios para ambas entidades, tendientes al turismo receptivo.

Artículo VIII

Las Partes procurarán en lo posible armonizar los planes de fomento al turismo y adoptar 
patrones comunes de clasificación de alojamiento turístico. Asimismo, buscarán adoptar 
posiciones conjuntas y coordinadas, destinadas a incentivar, facilitar e incrementar el tu-
rismo hacia ambos países, frente a organismos regionales y multilaterales y en reuniones 
internacionales en que participen.

Artículo IX

A efectos de dar cumplimiento a las disposiciones del presente Acuerdo, de coordinar 
las acciones conjuntas y de realizar un seguimiento y evaluación de las tareas, los repre-
sentantes de ambos organismos oficiales de turismo se reunirán alternativamente en cada 
país, de acuerdo con los programas de trabajo que establezcan las Partes.

Artículo X

Las Partes se notificarán por vía diplomática el cumplimiento de los requisitos legales 
internos necesarios para la entrada en vigor del presente Convenio. El Convenio entrará en 
vigor una vez se haya producido la segunda de tales notificaciones.

Artículo XI

El presente Convenio tendrá una vigencia de seis años prorrogables automáticamente 
por períodos de igual duración.

Cualquiera de las Partes podrá denunciarlo mediante notificación escrita a la otra Parte 
con seis meses de anticipación, en cuyo caso no se suspenderán los proyectos que estén en 
ejecución por aplicación de las disposiciones del presente Acuerdo.

Suscrito en la ciudad de La Paz, a los veinte días del mes de agosto del año dos mil uno, 
en dos ejemplares originales, siendo ambos textos igualmente auténticos.

Por el Gobierno de la República de Colombia.

El Ministro de Relaciones Exteriores,

Guillermo Fernández de Soto.

Por el Gobierno de la República de Bolivia.

El Ministro de Relaciones Exteriores y Culto,

Gustavo Fernández Saavedra».

Artículo 2°. El presente Decreto rige a partir de la fecha de su expedición.

Comuníquese y cúmplase.

Dado en Bogotá, D. C., a 8 de noviembre de 2005.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ

La Ministra de Relaciones Exteriores,

Carolina Barco Isakson.

DECRETO NUMERO 3973 DE 2005

(noviembre 8)

por el cual se promulga la “Convención Interamericana para la Eliminación de todas 
las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad”, suscrita  

en la ciudad de Guatemala, Guatemala, el siete (7) de junio de mil novecientos noventa  
y nueve (1999).

El Presidente de la República de Colombia, en uso de las facultades que le otorga el 
artículo 189 numeral 2 de la Constitución Política de Colombia y en cumplimiento de la 
Ley 7a de 1944, y

CONSIDERANDO:

Que la Ley 7a del 30 de noviembre de 1944, en su artículo 1° dispone que los Tratados, 
Convenios, Convenciones, Acuerdos, Arreglos u otros actos internacionales aprobados 
por el Congreso, no se considerarán vigentes como leyes internas, mientras no hayan sido 
perfeccionados por el Gobierno en su carácter de tales, mediante el canje de ratificaciones 
o el depósito de los instrumentos dé ratificación, u otra formalidad equivalente;

Que la misma ley en su artículo 2° ordena la promulgación de los tratados y convenios 
internacionales una vez sea perfeccionado el vínculo internacional que ligue a Colombia;

Que el Congreso Nacional, mediante Ley 762 del 31 de julio de 2002, publicada en el 
Diario Oficial número 44.889 del 5 de agosto de 2002, aprobó la “Convención Interame-
ricana para la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra las Personas con 
Discapacidad”, suscrita en la ciudad de Guatemala, Guatemala, el siete (7) de junio de mil 
novecientos noventa y nueve (1999);

Que la Corte Constitucional, mediante Sentencia C-401 del 20 de mayo de 2003, declaró 
exequibles la Ley 762 del 31 de julio de 2002 y la “Convención Interamericana para la 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad”, 
suscrita en la ciudad de Guatemala, Guatemala, el siete (7) de junio de mil novecientos 
noventa y nueve (1999);

Que el 11 de febrero de 2004, Colombia depositó ante la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Américanos, OEA, el Instrumento de Ratificación de la 
“Convención Interamericana para la Eliminación de todas las formas de Discriminación 

contra las Personas con Discapacidad”, suscrita en la ciudad de Guatemala, Guatemala, el 
siete (7) de junio de mil novecientos noventa y nueve (1999). En consecuencia, el citado 
instrumento internacional entró en vigor para Colombia el 12 de marzo de 2004 de acuerdo 
con lo previsto en su artículo X,

DECRETA:

Artículo 1°. Promúlgase la “Convención Interamericana para la Eliminación de todas las 
Formas de Discriminación contra las Personas con Discapacidad”, suscrita en la ciudad de 
Guatemala, Guatemala, el siete (7) de junio de mil novecientos noventa y nueve (1999).

(Para ser transcrito en este lugar se adjunta fotocopia del texto de la “Convención Inte-
ramericana para la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra las Personas 
con Discapacidad”, suscrita en la ciudad de Guatemala, Guatemala, el siete (7) de junio de 
mil novecientos noventa y nueve (1999).

«CONVENCION INTERAMERICANA PARA LA ELIMINACION  
DE TODASLAS FORMAS DE DISCRIMINACION  
CONTRA LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD 

INTER-AMERICAN CONVENTION ON THE ELIMINATION OF ALL FORMS OF 
DISCRIMINATION AGAINST PERSONS WITH DISABILITIES CONVENÇÃO 
INTERAMERICANA PARA A ELIMINAÇÃO DE TODAS AS FORMAS DE DISCRI-
MINAÇÃO CONTRA AS PESSOAS PORTADORAS DE DEFICIÊNCIA CONVEN-
TION INTERAMERICAINE POUR L’ELIMINATION DE TOUTES LES FORMES  
         DE DISCRIMINATION CONTRE LES PERSONNES HANDICAPPÉES

«CONVENCION INTERAMERICANA PARA LA ELIMINACION  
DE TODAS  LAS FORMAS DE DISCRIMINACION  
CONTRA LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD

Los Estados Parte en la presente Convención,

Reafirmando que las personas con discapacidad tienen los mismos derechos humanos y 
libertades fundamentales que otras personas; y que estos derechos, incluido el de no verse 
sometidos a discriminación fundamentada en la discapacidad, dimanan de la dignidad y la 
igualdad que son inherentes a todo ser humano;

Considerando que la Carta de la Organización de los Estados Americanos, en su artículo 
3, inciso j) establece como principio que “la justicia y la seguridad sociales son bases de 
una paz duradera”;

Preocupados por la discriminación de que son objeto las personas en razón de su 
discapacidad;

Teniendo presente el Convenio sobre la Readaptación Profesional y el Empleo de Personas 
Inválidas de la Organización Internacional del Trabajo (Convenio 159); la Declaración de los 
Derechos del Retrasado Mental (AG.26/2856, del 20 de diciembre de 1971); la Declaración 
de los Derechos de los Impedidos de las Naciones Unidas (Resolución número 3447 del 9 
de diciembre de 1975); el Programa de Acción Mundial para las Personas con Discapacidad, 
aprobado por la Asamblea General de las Naciones Unidas (Resolución 37/52, del 3 de 
diciembre de 1982); el Protocolo Adicional de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales “Protocolo de San 
Salvador” (1988); los Principios para la Protección de los Enfermos Mentales y para el Me-
joramiento de la Atención de la Salud Mental (AG.46/119, del 17 de diciembre de 1991); la 
Declaración de Caracas de la Organización Panamericana de la Salud; la Resolución sobre 
la Situación de las Personas con Discapacidad en el Continente Americano (AG/RES. 1249 
(XXIII-O/93)); las Normas Uniformes sobre Igualdad de Oportunidades para las Personas 
con Discapacidad (AG.48/96, del 20 de diciembre de 1993); la Declaración de Managua, 
de diciembre de 1993, la Declaración de Viena y Programa de Acción aprobados por la 
Conferencia Mundial de las Naciones Unidas sobre Derechos Humanos (157/93); la Re-
solución sobre la Situación de los Discapacitados en el Continente Americano (AG/RES. 
1356 (XXV-0/95)); y el Compromiso de Panamá con las Personas con Discapacidad en el 
Continente Americano (resolución AG/RES. 1369 (XXVI-0/96); y

Comprometidos a eliminar la discriminación, en todas sus formas y manifestaciones, 
contra las personas con discapacidad,

Han Convenido lo siguiente:

Artículo I

Para los efectos de la presente Convención, se entiende por: 

1. Discapacidad

El término “discapacidad” significa una deficiencia física, mental o sensorial, ya sea de 
naturaleza permanente o temporal, que limita la capacidad de ejercer una o más actividades 
esenciales de la vida diaria, que puede ser causada o agravada por el entorno económico 
y social.

2. Discriminación contra las personas con discapacidad

a) El término “discriminación contra las personas con discapacidad” significa toda 
distinción, exclusión o restricción basada en una discapacidad, antecedente de discapa-
cidad, consecuencia de discapacidad anterior o percepción de una discapacidad presente 
o pasada, que tenga el efecto o propósito de impedir o anular el reconocimiento, goce o 
ejercicio por parte de las personas con discapacidad, de sus derechos humanos y libertades 
fundamentales;

b) No constituye discriminación la distinción o preferencia adoptada por un Estado 
parte a fin de promover la integración social o el desarrollo personal de las personas con 
discapacidad, siempre que la distinción o preferencia no limite en sí misma el derecho a la 
igualdad de las personas con discapacidad y que los individuos con discapacidad no se vean 
obligados a aceptar tal distinción o preferencia. En los casos en que la legislación interna 
prevea la figura de la declaratoria de interdicción, cuando sea necesaria y apropiada para 
su bienestar, esta no constituirá discriminación.


